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Resumen

Este es un artículo de reflexión 
sobre la participación de las víctimas 
en el marco del conflicto armado, 
orientado por la revisión de di-
ferentes documentos desde 1991 
hasta la actualidad. Esta exploración 
evidenció la coexistencia de la ins-
trumentalidad, entendida como el 
interés institucional que abstrae el 
derecho a la participación y la rei-
vindicación como práctica de eman-
cipación de las víctimas y colectivos 
de víctimas. En medio de la tensión 
que representan estas condiciones, 
existen avances en el fortalecimien-
to de la subjetividad política de esta 
población a partir del reconocimien-
to del conflicto armado hasta hoy.

		

Palabras clave: Gobernabilidad, de-
mocracia, conflicto armado, partici-
pación, víctimas.

Abstract

 
This is an article of reflection on the 
participation of the victims in the 
framework of the armed conflict, 
guided by the revision of different 
documents from 1991 to the present; 
This exploration evidenced the coe-
xistence of the instrumentality un-
derstood as the institutional interest 
that abstracts the right to participa-
tion and the vindication as a practice 
of emancipation of the victims and 
groups of victims. Amidst the tension 
that these conditions represent, 
there are advances in the strengthe-
ning of the political subjectivity of 
the victims from the recognition of 
the armed conflict until today.

Keywords:  Governance, Democracy, 
armed conflict, participation, 
victims.

Tesauro Unesco: gobernabilidad, 
gobierno, democracia, participación 
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Introducción

Un acercamiento conceptual

Actualmente, la participación política es una 
condición necesaria para la consolidación del 
proceso de paz en Colombia que empezó a 
gestarse desde el año 2012. A través de ella se 
cumple con los fines políticos del Estado Social 
y Democrático de Derecho, y se cimientan las 
bases para la construcción de culturas de paz. 

Es, además, uno de los puntos del acuerdo final 
de solución del conflicto pactado en el año 2016, 
que busca abrir más espacios para la participa-
ción de la ciudadanía, diversificar las voces de 
la política y romper el vínculo entre política y 
armas. Su importancia radica en favorecer el 
fortalecimiento de las identidades políticas, el 
pluralismo, y los diversos proyectos políticos, 
en especial la participación de las víctimas de 
la guerra, quienes, además de los estragos de la 
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violencia, han sufrido de la exclusión histórica 
del Estado y de la sociedad. 

Hoy las víctimas han ganado un espacio impor-
tante en la escena pública gracias al recono-
cimiento y transformación de su subjetividad 
política a través de prácticas de subjetivación, 
entendiendo por «subjetividad» lo que Foucault 
acuñó como un devenir del sujeto en búsqueda 
de su propia transformación. En este sentido, 
Vignale (2013) afirma: «podemos hablar de sub-
jetivación cuando ésta es producto de la libertad 
de oponerse al dispositivo que nos constituye» 
(p.8). En el caso de las víctimas, este concepto 
tiene como correlato las luchas históricas por 
el reconocimiento de su subjetividad política en 
un escenario que se caracterizó por la represión 
violenta de los actores armados. Consecuente-
mente, a través de diferentes procesos de subje-
tivación de las organizaciones de víctimas y co-
lectivos sociales, se abonó el camino para lograr 
su reconocimiento en la escena pública. Así 
como la reivindicación y restablecimiento de sus 
Derechos, este es un imperativo para la cons-
trucción de culturas de paz y para afrontar los 
retos del posconflicto colombiano. No obstante, 
la condición de víctima transita entre la reivin-
dicación y la instrumentalidad, dos condiciones 
que coexisten en constante tensión en la escena 
pública.

La reivindicación se define como la capacidad 
de las víctimas y colectivos de incidir en el reco-
nocimiento de sus derechos a la verdad, justicia, 
reparación y garantías de no repetición, sobre 
las bases del reconocimiento de su identidad y 
su incidencia política. Dichas condiciones han 
permitido su participación en la escena pública 
y en la construcción de escenarios para la paz. 
Este concepto también se asocia a subjetiva-
ción, término explorado por Foucault, que, como 
se mencionó, se asocia a ejercicios de emancipa-
ción de las minorías, los excluidos, y los vulnera-
dos históricamente; y al término «instituyente», 
principal logro de esta población representado 
en generar transformaciones dentro de lo «ins-
tituido», como la exigibilidad de los derechos y 
la expedición de políticas públicas a favor de la 
reivindicación de las víctimas en contextos de 
violencia o de escasa voluntad política. 

La instrumentalidad se entiende como la abs-
tracción del derecho a la participación de las 
víctimas por la violencia del contexto que ca-
racterizó los años de guerra interna y por los 
intereses de la institucionalidad, por lo general 
representados en un logro o estadística qué 
mostrar a la opinión pública o a la comunidad 
internacional. En ocasiones este discurso re-
presenta una bandera de gobierno que no se 
materializa en la realidad, entre otras razones, 
por las condiciones del contexto o la ausencia 
de voluntad de las instituciones. La instrumen-
talidad representa la tensión entre lo instituido 
y lo instituyente, entre lo que se promulga y lo 
que se evidencia en la práctica, entre la víctima 
limitada por la concepción de daño y la víctima 
concebida como sujeto político. 

Apartar el foco de la lógica del daño y abrir el 
debate hacia las posiciones y las formas de 
política implicadas también posibilitan tender 
puentes entre ese pasado que construyen las 
memorias colectivas y las luchas políticas del 
presente. En la Narrativa, la posición del no 
arrepentimiento remite a las opciones políticas 
tomadas, en términos de ofrecer una explicación 
sobre el pasado y, a la vez, elaborar una mirada 
que se dirige al presente y al futuro. Una mirada 
que reivindica tanto la vigencia de las relaciones 
de poder como la necesidad de acción política 
en la actualidad. (Piper Shafir, I., & Montenegro, 
M, 2017)

Por esta razón, para comprender la transforma-
ción de la subjetividad política de las víctimas y 
el tránsito de estos dos conceptos (reivindica-
ción e instrumentalidad), es necesario entender 
primero el concepto de  participación y su 
evolución. Este es un concepto que adquiere 
fuerza a partir de 1991, año en la que diferentes 
fuerzas políticas lideradas por el movimiento 
estudiantil lograron un acto constituyente en 
el orden instituido, a través de la Constitución 
Nacional. Entre sus principios y fines esencia-
les, se encontraba asegurar la participación de 
todos y todas en la escena pública, en especial 
de los grupos considerados excluidos como las 
minorías étnicas, colectivos, organizaciones 
de mujeres, víctimas, entre otros. Se trató del 
principal antecedente de la participación reivin-
dicatoria. Sin embargo, su intención de reivin-
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dicación fue abstraída no sólo por la institucio-
nalidad sino por la violencia socio política que 
representó la guerra interna. En este artículo 
se describirá el proceso participativo de las 
víctimas durante el conflicto armado, específi-
camente a partir de 1991 por lo que represen-
ta la constituyente en materia de participa-
ción política y posterior a la firma del acuerdo 
durante la gestación del posconflicto.  

En correspondencia con la importancia de la 
participación como bandera constitucional  se 
pronuncia López (2018)

Sin participación ciudadana en la constitución 
de lo público, no es posible la democracia, y 
sin democracia la posibilidad de resolver pa-
cíficamente los conflictos  que  se  presentan  
en  la  convivencia  humana  se  ve  seriamen-
te  comprometida.  Pues, la  democracia  es  la  
búsqueda  por  regular  las  relaciones  sociales  
de  forma  comunicativa  mediante  la  confron-
tación  de  opiniones,  argumentos  y  puntos  de  
vista,  constituyendo  instituciones  que  sean  el  
resultado  de  la  libre  y  autónoma  participación  
de  los  ciudadanos  y  no  de  poderes  autori-
tarios  amparados  en  la  fuerza, la tradición, lo 
sobrenatural, la exclusión económica, educativa, 
de género o  de  cualquier  otra  índole. (p.134)

La distancia entre los ideales de la 
Constitución de 1991 y la realidad de 
los años subsiguientes.

Gómez (2018) sostiene:

Desde una perspectiva sociopolítica, el 
proceso que dio lugar a la Constitución 
Política de 1991 representó un punto de 
inflexión dentro de la historia constitu-
cional y política reciente del país. Varios 
factores incidieron en que la propuesta 
de una Asamblea Nacional Constitu-
yente pasara de ser una idea impensa-
ble a convertirse en una ruta necesaria 
durante uno de los momentos más tur-
bulentos de la sociedad colombiana. 
(p.6)

Después de la Constitución de 1991, Colombia 
es conocida como uno de los países con la de-
mocracia más estable de América Latina. Podría 

afirmarse que se trató de un verdadero ejercicio 
de reivindicación que le dio voz a actores estata-
tales y no estatales. Adicionalmente, la democra-
cia participativa tuvo un fuerte desarrollo cons-
titucional a través de diferentes instrumentos 
que incluían tanto los mecanismos para la par-
ticipación ciudadana como los mecanismos para 
la protección de los derechos constitucionales, 
incluidas las víctimas del conflicto. Así mismo, el 
bloque de constitucionalidad,  permitió el reco-
nocimiento de tratados relativos a los derechos 
de las víctimas del conflicto armado y su protec-
ción Nacional e internacional.

Sin embargo, las intenciones de la Constituyen-
te de 1991, y la obligación de cumplimiento del 
bloque de constitucionalidad se diluía por con-
diciones de ingobernabilidad, representadas en 
las consecuencias sociopolíticas del  conflicto 
armado, el narcotráfico, la represión política y 
los asesinatos de líderes políticos. Estos hechos 
evidenciaron las debilidades del discurso 
político de la participación en el marco de la 
reivindicación, debido a que no estaban dadas 
las garantías políticas necesarias, ni mucho 
menos la participación política de las víctimas 
del conflicto y de los crímenes de Estado. Si 
bien existían las condiciones materiales que 
ofrecía la Constitución de 1991 para la partici-
pación, estas no se concretaban en la práctica. 
Por ello, el discurso que en un comienzo se 
planteó desde la idea de la reivindicación se 
fue desdibujando en prácticas de instrumen-
talidad representadas en la distancia entre los 
Derechos proclamados y su concreción real.

Consecuentemente, el compromiso implícito en 
la constituyente de 1991, se disolvió en el contexto 
sociopolítico antes mencionado. Estas viola-
ciones sistemáticas de los Derechos Humanos 
minaron los fines de la democracia participativa, 
lo que afectó el discurso de la Constituyente de 
1991. Para este año, las víctimas especialmente 
de desplazamiento forzado empezaban a tener 
cierto reconocimiento. Sin embargo, cualquier 
proceso participativo de esta población fue en-
sombrecido por la violencia ejercida sobre ella; y 
por el espejismo del ideal de la relación institucio-
nal entre el Estado y esta población que distaba 
de lo promulgado por el Estado de Derecho. El 
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discurso de la participación política fue yuxta-
puesto por temor a la represión violenta.

Lo que se planteó desde las bases de la reivindica-
ción empezó a coexistir con la instrumentalidad 
evidente en:  la existencia del discurso político de 
la participación, que no se concretó en la realidad; 
la promesa de asegurar condiciones para la par-
ticipación, enfrentada al temor de la población 
durante los procesos electorales ante la oleada 
de violencia; la intención de diversificar la vida 
política, a través de la pluralidad de movimien-
tos y líderes políticos afectada por el asesinato 
de algunos de estos líderes; las promesas de la 
institucionalidad de cumplir con los fines del 
Estado Social y Democrático de Derecho y la 
escasa voluntad política para hacerlas realidad, 
la distancia entre el discurso de la participación 
pluralista y los ataques a los movimientos sociales 
de protesta y  minorías étnicas.

Adicionalmente, en este escenario de finales de 
los noventa se empiezan a fortalecer las Autode-
fensas Unidas de Córdoba y Urabá (ACCU), que 
protagonizaron más de 22 masacres durante los 
primeros 8 meses de 1997, entre ellas la triste-
mente recordada masacre de Mapiripán. Estos 
grupos paramilitares, coartaron la libertad 
de expresión a través del asesinato de líderes 
políticos y sociales que consideraban una 
amenazaba a los ideales de la extrema derecha; 
se trató de una época signada por los asesina-
tos, secuestros, desaparición y desplazamientos 
forzados, lo que iba en contravía de los ideales 
de la Constitución de 1991, entre ellos, asegurar 
las condiciones para la participación política de 
las víctimas del conflicto.

Para la década de los noventa ,y según el Centro 
Nacional de Memoria Histórica (CNMH, 2013)

También hubo asesinatos que buscaban 
infundir un terror más generalizado 
y desestabilizar el país, como ocurrió 
con los magnicidios que se cometieron 
para generar la sensación de desampa-
ro y desgobierno. La muerte de Jaime 
Garzón, de monseñor Isaías Duarte 
Cancino, los profesores Hernán Henao, 
Alfredo Correa de Andreis y de Jesús Figura 1:  Dikaseba, fuente: www.Unsplash.com, 2018.
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Bejarano constriñeron la capacidad de 
debate público, la libertad de expresión 
y pensamiento. En número, los líderes 
políticos parecieran no ser demasia-
dos, pero, en términos del daño a la 
democracia, es muy alto. Sus muertes 
o desplazamiento han debilitado las 
posibilidades de consolidar alternati-
vas políticas en las regiones y se afectó 
negativamente la participación, incluso 
en mecanismos democráticos como las 
elecciones (pág.35)

Los estragos de la violencia sobre la concep-
ción de democracia en Colombia influyeron en 
la subjetividad política de las víctimas y colecti-
vos. Si bien se plantearon las condiciones para la 
concreción material de sus Derechos, a través de 
un desarrollo normativo importanteestas pre-
rrogativas fueron coartadas por el ambiente de 
represión política que supuso la guerra interna, 
lo que se constituyó como una forma de instru-
mentalizar los discursos. 	

La impunidad frente a la violación sistemática de 
los derechos humanos en Colombia por parte de 
los grupos armados, dificultó viabilizar el lugar 
central de las víctimas del conflicto en espacios 
de deliberación política. Estos espacios se fueron 
ganando a través de prácticas de subjetivación 
de los colectivos de víctimas, y en especial de 
las víctimas de Estado. Durante las décadas si-
guientes, las luchas históricas de los colectivos 
sociales lograron incidir en la escena pública. 
Por ejemplo, las movilizaciones indígenas por el 
respeto a su territorio, las protestas campesi-
nas, la proliferación de movimientos de víctimas, 
lograron movilizar verdaderos procesos por la 
reivindicación de sus Derechos, y la gestación 
de procesos de incidencia política apalancados 
desde la subjetividad de esta población.

Las víctimas de crímenes de Estado empezaron 
a aparecer públicamente en manifestaciones 
sociales a partir de 1996. Apoyadas por organi-
zaciones de derechos humanos, las luchas de las 
víctimas irrumpieron en los procesos de instru-
mentalidad institucional para abordar lo insti-
tuyente desde la conciencia y la voz de quienes 
sufrieron los rigores de la guerra. Organizacio-

nes de Derechos Humanos como Human Right 
Watch fueron los principales aliados en el re-
conocimiento de la subjetividad política de las 
víctimas, al revelar la situación de orden público 
en Colombia, el peligro de las «Convivir»; al  
hacer un llamado a la comunidad internacio-
nal, apalancando la movilización social de las 
víctimas y organizaciones sociales. 

En relación con estas condiciones, las víctimas 
y colectivos de víctimas empezaron a construir 
su propia historia, reivindicando su autonomía 
y su derecho a dejar atrás la violencia que in-
visibiliza y destruye la identidad de las po-
blaciones más golpeadas por el conflicto. Sus 
luchas históricas permitieron  la transforma-
ción de su subjetividad política y la exigibilidad 
de los Derechos y postulados de la Constitu-
ción política. De esta forma lograron incidencia 
política en diferentes escenarios.

En contraste, a finales de los noventa el 
panorama de conflicto armado denotaba un 
distanciamiento con la materialización de los 
principios de la constituyente de1991, que pro-
clamaba el respeto por la vida humana y la par-
ticipación política de los colectivos sociales, 
condición constante hasta el día de hoy. Fue 
un período marcado por la proliferación de los 
desplazamientos forzados y por el surgimien-
to de organizaciones de población desplazada, 
que demostraban una distancia entre la realidad 
formal de la carta política y la realidad de las 
víctimas del conflicto, reflejada en la represión 
política auspiciada por líderes paramilitares y 
algunas fuerzas del Estado, que se encargaron 
de sembrar terror en las poblaciones a través 
del exterminio de todo lo que representaba un 
peligro para sus intereses.

Según el Centro Nacional de Memoría Histórica 
(CNMH, 2015)

El año 1997 fue decisivo en la historia 
nacional, pues a partir de este año se 
desencadenó una serie de hechos vio-
lentos en los que la guerra alcanzó su 
máxima expresión y dio paso a lo que 
podría denominarse el gran éxodo 
forzado en la Colombia contemporánea. 
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Justamente en este período, a partir de 
1997, se empieza a articular la normativi-
dad nacional para dar respuesta al grave 
problema suscitado por la huida forzosa 
de miles de colombianos y colombianas 
como resultado del conflicto armado y 
la violencia sociopolítica y económi-
ca. Sin embargo, la política adoptaba 
probaría ser insuficiente en materia de 
atención y especialmente en preven-
ción, pues a partir de ese año hasta 2004 
se produjo el mayor número de víctimas 
de esta forma de violencia registradas 
en historia de la Colombia contemporá-
nea. (pág.83)

No se pueden desconocer avances normativos 
como la Ley 387 de 1997, por la cual se adoptaron 
medidas para la prevención, atención y protec-
ción de las víctimas de desplazamiento forzado. 
Esta herramienta legal reconoció a la población 
desplazada como sujetos con una dimensión 
política, asociada a la exigibilidad de derechos 
y su reivindicación por parte del Estado. Sin 
embargo, no les otorgaba participación directa 
en la construcción de políticas públicas rela-
cionadas con el desplazamiento forzado. Se 
evidencia cierta forma de instrumentalidad en 
el discurso de la participación política de las 
víctimas que es abstraída por la necesidad del 
Estado de demostrar su condición de garante 
de derechos, tanto en el escenario nacional 
como en el escenario internacional, en especial 
a las organizaciones encargadas de velar por el 
respeto de los derechos humanos y a la presión 
de la comunidad internacional. 

Igualmente, los decretos 173 de 1998, fundamen-
tado en la ley 387 de 1997, por el cual se adoptó 
el Plan Nacional de Atención Integral a Población 
Desplazada; así como el decreto 501 de 1998, 
por el cual se estableció el Fondo Nacional 
para la Atención Integral de la Población Des-
plazada, seguían representando una necesidad 
del Estado de mostrar su compromiso con las 
víctimas y su debida diligencia en el restable-
cimiento de los Derechos de esta población a 
pesar de que no eran llamadas a las construcción 
de estos insumos normativos ni su voz era tenida 
en cuenta, su participación seguía limitada a la 
dimensión de exigibilidad de sus derechos a 

través de los dispositivos normativos dispuestos 
para tal fin.

En este sentido, vale la pena contri-
buir a la discusión sobre la dimensión 
política de este fenómeno. De esta 
manera, se interesa evidenciar cómo se 
ha construido socialmente la categoría 
de este sujeto desplazado: conocer sus 
estrategias de exigibilidad de derechos 
implica problematizar la condición de 
“víctimas” y analizar si es posible otra 
noción también como sujetos y actores 
políticos. Resulta importante eviden-
ciar los mecanismos que se construyen 
para la exigibilidad de los derechos, del 
restablecimiento de los Derechos, de la 
justicia y de la reparación. (Arias, 2016, 
p.80)

Consecuentemente, se abrió un panorama en el 
que la dimensión política de la población des-
plazada se relacionaba con la exigibilidad de 
sus derechos a través de las medidas de repa-
ración consagradas en la ley 387 y otras herra-
mientas normativas, pero no se reconocieron 
las garantías para su participación directa en la 
construcción de políticas públicas o en espacios 
de deliberación política. Por lo tanto, se trató de 
una participación caracterizada por prácticas 
instrumentales útiles a los intereses de la insti-
tucionalidad que por un lado promulgaba la rei-
vindicación de los derechos de las víctimas, pero 
que en la realidad sólo se trató de un discurso 
amparado por dispositivos legales que no se 
ponían realmente en práctica. 

Sin embargo, se puede afirmar que las víctimas 
contaron con el respaldo de organizaciones 
de derechos humanos, que mantuvieron una 
constante lucha por la reivindicación de esta 
población y su incidencia en los escenarios de 
participación que trasegaban entre la instru-
mentalidad y la reivindicación. Por ejemplo, en 
1996, el Proyecto Colombia nunca más, integrado 
por 17 organizaciones, marcó un antecedente del 
Movimiento Nacional de Víctimas de Crímenes 
de Estado (Movice), que logró incidir de manera 
importante en la escena pública a través de mo-
vilizaciones que abogaron por la reivindicación 
de los derechos de esta población.
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Sin duda puede plantearse que muchos de los 
avances logrados por la población desplazada 
estuvieron acompañados por organizaciones 
de derechos humanos, quienes apoyaron la 
formación y fortalecimiento de los liderazgos y 
por el mejoramiento de las condiciones de vida 
de la población. Entre las organizaciones no gu-
bernamentales que acompañaron este proceso 
se reseñan la Asociación Nacional de Ayuda 
Solidaria (ANDAS), la Asociación Campesina 
de Antioquia (ACA), la Fundación Sumapaz, la 
Pastoral Social y otras organizaciones (El Co-
lombiano, 1997, enero 21, p. 1997 citado por 
Granada y González, 2009). El trabajo de estas 
organizaciones representó un avance signi-
ficativo  en el camino de reivindicación de los 
Derechos de las víctimas.

Para el año de 1997, empezaron a emerger or-
ganizaciones de población desplazada, caracte-
rizadas por movilizar ciclos de acción colectiva, 
coherentes con el discurso de la reivindica-
ción. Ejemplo de ello fueron las movilizaciones 
que se presentaron en la ciudad de Medellín, 
marcadas por la visualización del fenómeno del 
desplazamiento y del nivel de sus afectaciones 
y necesidades. Se trató de un ejercicio de par-
ticipación reivindicatoria en medio de prácticas 
instrumentales, que se reflejó en la exigencia 
pública del cumplimiento de las obligaciones 
que el Estado promovió a través de los diferen-
tes insumos normativos, tuvo como resultado 
el surgimiento de la mesa de organizaciones de 
población desplazada de Medellín.

Este fue un antecedente importante de subje-
tivación de las organizaciones de víctimas que 
con sus luchas lograron incidir en la escena 
pública de la ciudad de Medellín y agrupar a 
un número significativo de organizaciones de 
víctimas, con un solo objetivo la reivindicación 
de sus derechos y el fortalecimiento de sus 
identidades políticas en un escenario de parti-
cipación e interlocución pública.

A nivel Nacional y durante la mayor parte de 
la década de 1990, se presentaron avances y 
obstáculos para la participación política de las 
víctimas, marcados por el contexto de violencia 
que representaba el poderío paramilitar y el afán 
institucional de mostrar a la comunidad inter-

nacional acciones garantistas de los Derechos 
de esta población, condiciones que muestran 
la coexistencia de la reivindicación y la instru-
mentalidad en los procesos participativos de las 
víctimas. Se puede afirmar que el año de 1997 fue 
relevante por dos hechos: uno, por los importan-
tes avances normativos en materia de atención a 
las víctimas, como se explicó con anterioridad; y 
el otro, por la extrema violencia que representó 
la consolidación de los grupos paramilitares.

El Centro Nacional de Memoria Histórica 
(CNMH, 2015) afirma

El año 1997 también constituye un hito 
en la historia del conflicto armado 
interno cuando en el mes de abril fue 
anunciado el proyecto de consolidación 
de los grupos paramilitares de carácter 
regional en una misma estructura nivel 
nacional. En abril de ese año, los de 
Córdoba y Urabá (Autodefensas Cam-
pesinas de Córdoba y Urabá –ACCU-), 
los del Magdalena Medio (Autodefen-
sas Campesinas del Magdalena Medio 
–ACMM-) y los de los Llanos Orientales, 
se unieron para conformar las AUC (Au-
todefensas Unidas de Colombia). Este 
hecho marcaría el deseo de expandir el 
proyecto paramilitar a todo el territo-
rio nacional y reproducir los esquemas 
que venían ejerciendo estos grupos en 
distintas regiones, entre ellas el Urabá 
chocoano, antioqueño y cordobés, el 
Magdalena Medio y los llanos Orienta-
les. (p.86)

Así mismo, durante el gobierno de Andrés 
Pastrana (1998-2002), época en la cual se 
desarrollan las fallidas negociaciones de paz con 
las FARC en el Caguán, se evidencia una ausencia 
de garantía en las condiciones para propiciar 
la participación política de las víctimas; sólo se 
trataba de un discurso más que invitaba a la par-
ticipación, enmarcado en la instrumentalidad 
más que en la reivindicación de los derechos de 
las poblaciones más afectadas por el conflicto.

En contraste, lo que sí se garantizó fue un 
ambiente de repudio generalizado por la crisis 
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de Gobierno que representó el fallido proceso 
de paz, que, lejos de construir escenarios para la 
convivencia pacífica y para la reivindicación de 
los derechos de las víctimas, agudizó el conflicto 
armado interno y fortaleció el poderío de los 
actores armados sobre el territorio colombiano y 
la violación sistemática de los derechos humanos. 
Los procesos participativos de las víctimas fueron 
abstraídos por el terror que infundían las acciones 
de los grupos armados sobre la población civil y 
los líderes de Derechos Humanos. 

Al respecto Rojas (2016) afirma: 

El fracaso de los diálogos del Caguán 
concluyó con el desprestigio de la 
solución negociada al conflicto armado, 
e indujo a considerar que la única salida 
para terminar con él era la solución 
armada y la recuperación militar del te-
rritorio en manos de las FARC. (p.167)

En consonancia, el fracaso de este proceso de 
paz incidió no sólo en la agudización del conflicto 
armado sino en el aumento de las víctimas de 
diferentes hechos victimizantes, entre ellos, la 
proliferación del desplazamiento forzado. Esta 
situación propició el escenario de la seguridad 
democrática, que, como se verá, afectó el re-
conocimiento de la subjetividad política de las 
víctimas, entre otras razones, porque ni siquiera 
eran reconocidas como tal, debido a que se 
desconoció la existencia del conflicto armado. 
Durante este período los procesos de subjetiva-
ción política de esta población coexistían con el 
ambiente de represión y la escasa voluntad del 
gobierno para materializar sus derechos.

Participación política de las víctimas 
del conflicto durante el gobierno Uri-
be.

Las fallidas negociaciones del Caguán, la falta 
de credibilidad en las instituciones y en los li-

1	  Las ejecuciones extrajudiciales son asesinatos selectivos de civiles con la participación de agentes del Estado. 
Durante el gobierno Uribe, según el centro de investigación para la educación popular, la cifra de ejecuciones extrajudiciales 
fue alarmante. En este contexto se presentó el caso de los mal llamados falsos positivos.

derazgos favorecieron la elección y reelec-
ción de Álvaro Uribe Vélez como presidente de 
Colombia durante los períodos 2002-2006 y 
2006-2010; y el posicionamiento del  discurso de  
“la seguridad democrática” que, posteriormente, 
originó otras formas de violencia y un clima de 
impunidad de las fuerzas paramilitares e insur-
gentes, situación que afectó de manera directa a 
las víctimas del conflicto armado. Durante este 
gobierno se fortaleció la ultraderecha, afectando 
los procesos participativos de las víctimas y de la 
sociedad en general. 

Para Falla (2017)

La violencia no sólo es presentada de 
manera instrumental, sino que también 
posee una dimensión simbólica en el 
discurso, es decir, violencia transfor-
mada en crueldad por parte de quienes 
la gubernamentalidad hace creer que la 
producen, dando a entender que la Se-
guridad Democrática es la solución para 
solventarla y acabarla; “el derecho a la 
vida, el derecho a vivir sin temor” es ga-
rantizado. (pág.28)

Este período se caracterizó por el aumento de 
la represión política, la parapolítica, las ejecu-
ciones extrajudiciales1, la crisis económica y la 
constante vulneración de los derechos humanos. 
Además, se adelantaron las negociaciones de 
Ralito (2003), dirigidas a la desmovilización de 
los paramilitares. Este proceso afectaría direc-
tamente la esfera política de las víctimas debido 
a que desconoció su lugar en el conflicto, lo que 
minó su capacidad de participación y favoreció 
el reconocimiento político de los grupos para-
militares. Durante estas negociaciones se dio 
mayor relevancia a los desmovilizados del para-
militarismo que a las víctimas del conflicto.

Se institucionalizó el discurso de la ultradere-
cha, limitando los espacios de participación de 
las víctimas, quienes, pese al ambiente represivo, 
continuaron con sus procesos de subjetivación y 
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luchas políticas que tenían eco en la comunidad 
internacional. Para este momento su partici-
pación era de carácter reivindicatorio en un 
escenario evidentemente instrumental. Se ofre-
cieron mayores prerrogativas a los victimarios 
que a las víctimas, afectando la exigibilidad de 
sus derechos, lo que derivó en un gran número 
de movilizaciones sociales. 

Chaparro y Martínez (2016) afirman:

Al tiempo que las políticas oficiales des-
conocían la existencia de un conflicto 
armado y de víctimas, y cerraban la po-
sibilidad de adelantar negociaciones de 
paz con los actores armados, la sociedad 
civil puso en marcha estrategias de 
movilización que tenían como objetivo 
generar un contrapeso a la postura 
uribista y reivindicar a la paz como una 
posibilidad necesaria y urgente. (p.61)

El contexto de las negociaciones de Ralito se ca-
racterizó por la impunidad de los grupos parami-
litares, en contraste con la proliferación de colec-
tivos sociales y organizaciones de desplazados, 
que, a través de la acción colectiva, se resistieron 
contra la instrumentalidad de su participación 
política. Un ejemplo de ello son las numerosas 
protestas sociales que tuvo que enfrentar el 
gobierno Uribe Vélez. Estas protestas estuvie-
ron motivadas por el aumento de las víctimas del 
conflicto y de hechos tan graves como la desa-
parición forzada, el desplazamiento forzado, los 
accidentes con MAP, MUSE, AEI; las ejecuciones 
extrajudiciales delitos que aumentaron significa-
tivamente durante estos períodos de gobierno.

En este sentido, Zárate (2015) describe: 

Entre 2002 y 2008 según la misma 
fuente, de los 1.120 municipios que en 
2007 existían en el país, 554 sirvieron de 
escenario para las protestas. La movili-
zación social alcanzó en 2007 el mayor 
auge observado desde 1975 a esta fecha, 
cuando se reportaron 800 protestas y 
en el año 2008 la cifra llegó a 950. (p.66)

En este escenario las tensiones entre “lo insti-
tuido y lo instituyente” en el marco de “lo ins-
trumental y lo reivindicatorio” eran cada vez más 
frecuentes entre lo instituido, entendido como 
el orden establecido, concebido desde estructu-
ras de poder; y lo instituyente, entendido como 
la fractura representada en el proceso de cambio 
que se puede apalancar desde la movilización y 
luchas de los colectivos sociales.

Desde este planteamiento lo instituido se repre-
senta en:

•	 Las políticas de gobierno que daban mayores 
prerrogativas a los paramilitares sometidos a 
las negociaciones que a las propias víctimas.

•	 El discurso político que negaba la existencia 
de un conflicto armado y por ende la exis-
tencia de las víctimas de la guerra interna.

•	  El incremento de las vulneraciones a los 
derechos humanos, representadas en la 
coerción a la libertad de expresión y la par-
ticipación democrática.

•	 El aumento de las desapariciones forzadas 
de líderes sociales y políticos a pesar de los 
fines del Estado Social y Democrático de 
Derecho y los postulados de la Constitución 
Nacional.

Y lo instituyente representado en:

•	 La proliferación de movimientos sociales 
en un escenario represivo de las libertades 
políticas.

•	 La movilización de las madres de Soacha, 
cuya subjetividad política transitó del 
anonimato de estos crímenes de Estado a 
la atención Internacional y Nacional sobre 
estos hechos.

•	 La acción de Organizaciones de Derechos 
Humanos que incidió en la comprensión del 
contexto Nacional y el peligro de las políticas 
de la seguridad democrática.
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•	 Las alertas de organizaciones internaciona-
les como Human Right Watch y amnistía in-
ternacional sobre la situación de Derechos 
Humanos en Colombia.

Según el informe del Alto Comisionado de las 
Naciones Unidas sobre la situación de Derechos 
Humanos en Colombia (2003):

La situación de los derechos humanos en 
Colombia siguió siendo crítica. Durante 
el año se registraron denuncias de viola-
ciones del derecho a la vida, a la integri-
dad, a la libertad y seguridad personales, 
al debido proceso y a las garantías judi-
ciales, a la independencia e imparciali-
dad de la justicia, al respeto de la vida 
privada y de la intimidad, así como de 
las libertades fundamentales de circula-
ción, residencia, opinión y expresión, y a 
los derechos políticos. (p.3)

En este contexto, las organizaciones de víctimas 
y colectivos sociales lideraron numerosas movi-
lizaciones y protestas motivadas por la situación 
de derechos humanos en Colombia, el aumento 
del desplazamiento, las desapariciones forzadas 
y por la represión política por parte de las fuerzas 
de Estado. Estas luchas fueron documentadas 
por el Centro de investigaciones y educación 
popular (Cinep) entidad, que reveló el aumento 
de la protesta social durante el gobierno Uribe, 
protagonizadas por Desplazados, estudiantes y 
en general víctimas de la violencia, en ciudades 
como Bogotá y los departamentos de Antioquia, 
Valle, Santander y Cauca, y departamentos de 
la Costa. Las acciones individuales y colecti-
vas de la población desplazada se convirtieron 
en un mecanismo de presión para visibilizar la 
problemática, y responsabilizar al Estado por la 
violencia sistemática de los derechos humanos y 
la impunidad sobre estos hechos.

En este mismo contexto se expidió la Sentencia 
T-025 de 2004, por medio de la cual se declaró 
el Estado de cosas inconstitucional, como una 
forma de reparar la vulneración masiva de los 
Derechos de los desplazados. Este fue uno de 

los mayores logros de los procesos de subje-
tividad política de las víctimas del conflicto 
basados en la reivindicación y en la visibili-
dad de esta problemática, entre otras razones, 
porque consagró una serie de medidas para la 
atención integral de esta población, es decir, 
supuso el reconocimiento de sus derechos 
desde la óptica de su exigibilidad.

El patrón de violación de los derechos de 
la población desplazada ha persistido en 
el tiempo sin que las autoridades com-
petentes hayan adoptado los correctivos 
suficientes para superar esas violacio-
nes, y sin que las soluciones puntuales 
ordenadas por la Corte, frente a las vio-
laciones detectadas en las sentencias 
dictadas hasta el momento, hayan con-
tribuido a impedir la reincidencia de las 
autoridades demandadas en tutela. In-
clusive, se ha llegado a agravar la situa-
ción de afectación de los derechos de la 
población desplazada ante la exigencia 
impuesta por algunos funcionarios de 
la interposición de acciones de tutela 
como requisito previo para que las au-
toridades encargadas de su atención 
cumplan con sus deberes de protección. 
(Sentencia T-025 de 2004)

Esta sentencia es un ejemplo, de la coexistencia 
de la instrumentalidad y la reivindicación que 
se evidencia en la necesidad de demostrar a la 
opinión pública y a la comunidad internacional 
el desarrollo de acciones a favor de la reivindi-
cación de la población desplazada y del recono-
cimiento de su dimensión política en relación 
con su capacidad de exigir la garantía de sus 
derechos, pero que en la práctica se sigue vul-
nerando, de manera que se siguen incumpliendo 
los principios del Estado Social y Democrático de 
Derecho a pesar de la existencia de dispositivos 
normativos y discursos a favor de los derechos 
de las víctimas.

Las protestas de los actores sociales durante la 
administración de Uribe fueron una constante, 
en especial por situaciones relacionadas con la 
vulneración de los derechos humanos y por la 
emergencia de los múltiples conflictos societa-

59
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rios que hicieron urgente la participación de las 
organizaciones sociales. Entre estas se cuenta 
MOVICE, una organización que nace formal-
mente en junio de 2005, conformada por más de 
200 organizaciones de víctimas de crímenes de 
Estado, con el propósito de generar conciencia 
social sobre este fenómeno, a través de la acción 
colectiva. Igualmente se destacan las madres 
de Soacha, y su lucha histórica por combatir la 
impunidad de los mal llamados falsos positivos.

Los análisis de las protestas enseñan que sin 
duda los actores sociales contribuyen a la demo-
cracia presionando por una ciudadanía integral 
no sólo civil y política (dimensiones que se deben 
conquistar permanentemente), sino también 
por una ciudadanía social. Las protestas exigen 
equidad socio-económica pero con respeto 
creciente por la diferencia cultural. Con todo, 
su actividad no se limita a la protesta: también 
abarca un amplio espectro de acciones sociales y 
nuevas formas de incursión en lo político (Neira, 
2006, pág.27).

Fue así como La ley 975 de 2005, o “Ley de 
justicia y paz” (LJP), fue cuestionada por organi-
zaciones de derechos humanos debido a la carga 
de impunidad que representaba. Por ejemplo, la 
Asociación Regional de Víctimas de la Violencia 
del Magdalena Medio, ASORVIM, y más de diez 
organizaciones sociales, exigieron del Gobierno 
de Uribe respeto por las víctimas al legitimar al 
paramilitarismo a través de la ley y otros actos 
de Estado (Agencia prensa rural, 2006).

Borda (2012) entiende que “esta ley ha sido objeto 
de múltiples críticas, entre otras, la inexistencia 
de una verdadera desmovilización por parte de 
los grupos paramilitares y su sustitución por 
bandas criminales (BACRIMs) que operan en 
buena parte del territorio nacional” (p .118).

En el contexto de la LJP se dio la tragedia de las 
Madres de Soacha: sus hijos fueron masacrados, 
uniformados con trajes guerrilleros y presenta-
dos falsamente como bajas del Ejército Nacional. 
A pesar de las denuncias por amenazas contra su 
integridad personal y sus vidas, tuvieron repre-
sentación en la mesa de víctimas de La Habana. 
Por estos y otros hechos que se presentaron 
durante el Gobierno de Uribe, la Comisión Inte- Figura 2:  Giacomo-ferroni, fuente: www.Unsplash.

com,2018.
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ramericana de Derechos Humanos (CIDH, 2013) 
expresa que:  

Se ha dado seguimiento y analizado los 
diferentes obstáculos y falencias en la 
implementación de la Ley de Justicia y 
Paz, entre los que se destacan la demora 
excesiva de los procedimientos; la extra-
dición de los máximos líderes paramili-
tares sin una debida priorización de la 
obtención de verdad, justicia y repara-
ción; limitaciones a la participación de 
las víctimas; dificultades en materia de 
reparación; y la promulgación de leyes 
que ofrecen a los desmovilizados una 
serie de beneficios adicionales a los ya 
contemplados en la Ley de Justicia y Paz; 
entre otros. (pág.22)

En este escenario, aunque estaba vedada la 
participación de las víctimas y defensores de 
derechos humanos,  y no se daban espacios 
reales de interlocución entre el gobierno y las 
víctimas, debido a que imperaba en los territo-
rios el temor por las políticas de ultraderecha, se 
presentaron como se mencionó anteriormente 
protestas y movilizaciones sociales que tenían 
la intención de irrumpir en lo instituido y que 
lograron acaparar la atención de la comunidad 
internacional, lo que constituyó un ejercicio real 
de reivindicación a partir de los procesos de 
subjetivación de las víctimas.

Delgado (2011) plantea que: 

La instrumentalización no sólo de los 
discursos de la reconciliación, de la 
justicia y de la reparación, sino también 
de la noción de víctima, se ha visto acom-
pañada de las tensiones que suscitan los 
diferentes usos y abusos que coexisten 
en los discursos penal, jurídico, político, 
humanitario y de la justicia transicio-
nal, que permean el proceso de justicia 
y paz. (p.15)

Consecuentemente, durante el gobierno Uribe 
se instrumentalizó el discurso de la paz a favor 

de los intereses institucionales relacionados 
con las negociaciones paramilitares y la ley de 
justicia y paz. Reiteradamente negó la existencia 
de un conflicto armado interno que, en cambio, 
se definió como una guerra contra el terroris-
mo. En este escenario, las víctimas del conflicto 
no eran reconocidas como tal en el marco de la 
institucionalidad y los defensores de Derechos 
Humanos fueron catalogados en varias ocasiones 
como cooperantes de la guerrilla. 

Durante este gobierno se utilizó el discurso de 
la lucha contra el terrorismo y la seguridad de-
mocrática para favorecer la desmovilización de 
los paramilitares, limitando la participación de 
las víctimas y la exigibilidad de sus Derechos a 
la verdad, justicia, reparación y garantías de no 
repetición, aspectos que serían la bandera del 
gobierno Santos. Este recibió la presidencia en 
medio de diferentes movilizaciones sociales que 
exigían la reivindicación de los derechos de las 
millones de víctimas del conflicto.

Torres (2017) sostiene que:

La organización y la movilización co-
lectiva han sido un mecanismo eficaz 
de los sectores subalternos en los dos 
últimos siglos para visibilizar conflic-
tos, injusticias y exclusiones sociales, así 
como para impugnar las arbitrariedades 
de los gobernantes y las consecuencias 
adversas de la expansión del capital; en 
efecto, la historia contemporánea no 
podría comprenderse sin estas luchas 
contra los autoritarismos y otras formas 
de presión y discriminación social (p.52). 

Ley 1448 de 2011, proceso de paz y 
construcción de subjetividades políti-
cas de las víctimas del conflicto.

Smitmans y Teresa (2017) afirman:

Para valorar la paz hay que conocer la 
guerra y en Colombia la conocemos 
bien, tal vez demasiado bien. Cuando en 
el año 2010, los países de América Latina 
celebraban su bicentenario, Colombia 
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-además de sus primeros doscientos 
años de existencia cumplía también dos 
siglos en guerra; una guerra consigo 
misma. Sin embargo, ese mismo año 
llega a la presidencia Juan Manuel Santos 
y, desde el día uno, empieza a hablar de 
la posibilidad de la paz.  (p.1)

En el año 2010, Juan Manuel Santos asume la 
presidencia de Colombia. Durante su Gobierno 
se expidió la Ley 1448 de 2011, o Ley de víctimas 
y restitución de tierras (LVRT), a través de la cual 
se consagraron una serie de medidas económi-
cas, administrativas y financieras para atender 
y reparar a las víctimas de la guerra interna, un 
gran avance en materia de la reivindicación de las 
víctimas como sujetos políticos en el marco de la 
exigibilidad de derechos, si se tiene en cuenta 
que se da en el contexto del reconocimiento del 
conflicto armado interno en el ordenamiento 
jurídico colombiano, luego del gobierno prece-
dente que lo negó constantemente. 

Sin embargo, estas intenciones del gobierno no es-
caparían a la tensión entre reivindicación e instru-
mentalidad, en este sentido, Acuña (2012) afirma:

 
Organizaciones de derechos humanos, 
así como organizaciones de víctimas de 
otras masacres, realizaron varias obje-
ciones a la Ley 1448 de 2011. Una primera 
objeción, es la ausencia de consulta 
previa para su elaboración. Las organi-
zaciones consideran que la ley se hizo 
sin tener en cuenta a las víctimas en 
audiencias abiertas, particularmente a 
las comunidades indígenas y afrodes-
cendientes, y como bien lo señalaron 
las víctimas en una carta abierta a los 
senadores en las cuales reiteraban sus 
propuestas, “este reconocimiento de 
las voces de las víctimas y su partici-
pación activa, aún en la etapa final de 
aprobación de la Ley, no es una con-
cesión generosa de los representantes 
del gobierno ni de los legisladores; es 
un derecho legítimo de las víctimas que 
debe ser respetado y garantizado” (Carta 
Senado, Mayo 23, 2011). De esta manera 
las víctimas se resisten a permanecer en 

el anonimato y exigen mayor participa-
ción. (pág.79)

En consonancia, el reconocimiento del conflicto 
armado interno estuvo precedido por procesos 
de movilización de las víctimas. Las luchas de 
estos colectivos se caracterizaron por exigir del 
Estado el reconocimiento de su condición y la 
reivindicación de sus derechos. Estos procesos 
de subjetivación eran la forma más visible de par-
ticipación y de incidencia en la escena pública, 
sin desconocer la clara intención del gobierno 
no sólo de atender estas luchas históricas sino 
de generar una política basada en los pilares de 
la atención integral a víctimas. El antecedente 
del gobierno Uribe, conllevó a la movilización 
social recibida en los inicios del gobierno Santos, 
previo al reconocimiento del conflicto armado 
interno.

Delgado, García y Restrepo (como se citó en 
Cruz, 2013) afirman que: 

Mientras en el 2010 se habían presenta-
do 1.142 manifestaciones, en octubre de 
2011 ya iban 1.573. De acuerdo con la base 
de datos de luchas sociales del Centro 
de Investigación y Educación Popular 
(CINEP), en los primeros once meses de 
gobierno se registraron en promedio 2.5 
protestas por día, cifra que sólo habría 
sido superada en 2007, de acuerdo a sus 
registros de más de 36 años. (pág.235)

Debido a estas movilizaciones se hizo un llamado 
a las organizaciones de población desplaza-
da para participar en el diseño de la Ley 1448 
de 2011. Sin embargo, se trató de un ejercicio 
para poner la política en marcha. Si bien asis-
tieron al llamado en diferentes partes del país, 
se trató de un ejercicio que en ocasiones no 
contempló sus propuestas reales. Se trató de 
un primer intento en el marco del reconoci-
miento del conflicto armado interno por abrir 
espacios de interlocución entre esta población 
y el Estado. No obstante, fue una práctica útil 
a los intereses de gobierno relacionados con 
la necesidad de mostrar avances en materia de 
paz, a la comunidad internacional, y la necesidad 
de ampliar los espacios participativos de las 
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víctimas como uno de los pilares del proceso de 
paz.

El Movice, (como se citó en Delgado 2015) 
entiende:  

Que el proceso de aprobación de la Ley 
1448 de 2011 desconoció a las víctimas y 
sus propuestas, lo que la constituye en 
una ley inconsulta. Iniciativa en la cual 
no se reconoció como fundamento de 
la reparación a las víctimas, el deber de 
garantía, respeto y protección de los 
derechos humanos atribuible al Estado. 
En realidad sólo fueron una estadística 
visible a la opinión pública. (pág.4)

Ante la ausencia de mecanismos que permitie-
ran evaluar el impacto real de las propuestas de 
las víctimas en el diseño de las políticas, puede 
decirse que la participación es concebida por 
la misma norma, como un mecanismo para que 
los beneficiarios de las políticas a implementar 
conozcan y opinen sobre estas, pero no para que 
sean actores activos en su construcción y eva-
luación (Chiarello, como se citó en  Berrio, 2013)

A pesar de las debilidades en materia de partici-
pación política de las víctimas, especialmente en 
el diseño de la ley 1448 de 2011, no se debe desco-
nocer que a partir del reconocimiento legal del 
conflicto armado en Colombia, liderado por el 
gobierno de Santos, se logró un avance significa-
tivo en relación con los derechos de las víctimas 
a la Verdad, la Justicia y la Reparación. La Ley 
de víctimas se fundamentó en principios como 
la dignidad, la buena fe, la igualdad, el debido 
proceso, la justicia transicional2; el enfoque dife-
rencial, la participación, entre otros. Esta última 
le adjudicó al Estado el deber de implementar las 
medidas de Atención, Asistencia y Reparación; a 
la sociedad civil, el deber de la responsabilidad y 
a las víctimas el de la participación.

Según Vargas (2014):

2	  La justicia transicional, se da en períodos de cambio que tienen la intención de acabar con la guerra, para ello 
se consagran una serie de medidas que buscan que estos hechos no queden en la impunidad. Se trata de unos mínimos de 
justicia después de violaciones masivas a los derechos humanos en contextos de acuerdos o negociaciones de paz.

La Ley 1448 de 2011 especifica que es 
deber del Estado promover y garanti-
zar las condiciones y los espacios para 
la participación efectiva de las víctimas 
en los niveles nacional, departamental 
y municipal con un enfoque diferencial 
(art. 193) garantizar los medios e instru-
mentos para la elección de sus repre-
sentantes en las instancias de decisión 
(art. 192),crear unas reglas de juego con-
tenidas en un protocolo de participación 
para regular la participación (Resolu-
ción 0388 de 2013; Ley 1448 de 2011, art. 
194) y encarga a la Unidad Administra-
tiva Especial de Atención y Reparación 
Integral a las Víctimas como la entidad 
responsable de implementar los me-
canismos y estrategias para que dicha 
participación sea efectiva y tenga un 
enfoque diferencial. (…) Decreto número 
4800 de 2011, que reglamenta y estipula 
genéricamente la participación efectiva, 
los espacios de participación de las 
víctimas, las Mesas de Participación, las 
organizaciones de víctimas, las organi-
zaciones defensoras de los derechos de 
las víctimas, los voceros y representan-
tes, así como también los procedimien-
tos de elección y funcionamiento de los 
espacios de participación y representa-
ción de las víctimas. (pág.180)

Se puede afirmar que la Ley 1448 de 2011 dispuso, 
de manera formal, una serie de garantías para la 
participación política de las víctimas como no 
existe antecedente; por lo que no se puede des-
conocer su importancia.  En este sentido, las mo-
vilizaciones de las asociaciones de víctimas faci-
litaron la inserción progresiva de dichos actores 
en la escena pública, en la deliberación política 
y en la toma de decisiones que les conciernen.  

Vargas (2013), afirma que: 

Los retos que enfrentan los escenarios 
de participación de las víctimas en el 
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país se encuentran relacionados con las 
limitaciones generales que encaran los 
escenarios de participación ciudadana 
en las democracias contemporáneas, 
con altos niveles de complejidad insti-
tucional y descentralización política y 
administrativa. (p.171)

En este sentido, la Ley 1448 de 2011 es un insumo 
normativo que promueve  la participación de los 
colectivos de víctimas en el marco del Estado 
Social y Democrático de Derecho pero coexiste 
con la ausencia de representatividad política 
de esta población en el Congreso y en otros 
espacios de deliberación pública; por lo cual, 
el discurso de la participación política de las 
victimas presente en la LVRT, se asocia al marco 
institucional que representa el fin del conflicto y 
se instrumentaliza para dicho propósito. 

Palomino y Rodríguez (2014), sostienen que:

Lo anterior toma más fuerza si tenemos 
en cuenta que en el país hemos visto 
gran cantidad de políticas que tienen un 
óptimo diseño normativo, pero no han 
logrado tener un impacto positivo en la 
realidad que vive la población a la cual 
se dirigen. Esto ha ocurrido, entre otras 
razones, por la ausencia de un involu-
cramiento activo de sus beneficiarios. 
(p. 9)

En ocasiones se destina un alto presupuesto para 
la expedición y publicación de documentos de 
política pública, como referentes nacionales, li-
neamientos, manuales de territorialización, entre 
otros, que, en ocasiones, desconocen las carac-
terísticas sociales y culturales de las diferentes 
poblaciones, así como su vínculo con el territorio. 
Por ello, se evidenció la importancia de garantizar 
la participación de las víctimas en el desarrollo 
normativo de las cuales son beneficiarias.

Desde la expedición de la Ley 1448 de 2011 se han 
realizado toda clase de ejercicios que promueven 
la participación de los colectivos de víctimas. No 
obstante, y a pesar de los esfuerzos guberna-
mentales, no ha sido posible cumplir con esta 

condición, como tampoco con la reparación 
integral de las víctimas del conflicto, pues hoy, 
siete años después de la expedición de la ley, no 
se ha reparado a todas las víctimas y persiste 
la problemática social que experimentan en los 
casos de desplazamiento forzado.

La clave de un proceso de reparación no 
está tanto en lo que se haga: si se da una 
indemnización o se construye un monu-
mento o se hace alguna restitución. La 
clave está en la forma: que la indemni-
zación no sea una compra ni una tran-
sacción, que no prime el cumplimiento 
de metas cuantitativas o el cumplimien-
to de indicadores tecnocráticos sobre 
la experiencia concreta de la gente; que 
los monumentos no sean una forma de 
pasar la página rápido. Siempre, y en 
todo momento, la clave está en el re-
conocimiento público, social y moral 
que se haga de las víctimas. (Villa, 2013, 
pág.316)

De poco sirve la expedición de leyes y resolu-
ciones que reglamenten la participación de las 
víctimas, o que determinen el monto de una in-
demnización económica, si no son tenidas en 
cuenta en este proceso, ni se realizan reformas 
estructurales orientadas a un proceso de 
inclusión social y político efectivo, que com-
prometa a toda la sociedad y no sólo a ciertos 
sectores quedando la participación reivindicato-
ria abstraída por la institucionalidad. 

En relación con el documento Conpes 3726 de 
2012 (que contiene el Plan Nacional de Atención 
y Reparación Integral de Víctimas) se hizo un 
llamado a las víctimas para que participaran 
con sus comentarios en la construcción de este 
insumo de política pública. Sin embargo, como 
afirma Martín (2013): 

Naturalmente, los comentarios y suge-
rencias nunca llegaron y el documento 
se expidió con rutas de atención y re-
paración integral pero sin que se dis-
cutiera con las víctimas la idoneidad de 
esas estrategias de acuerdo, entre otros, 
con las condiciones de las instituciones 
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públicas de los diversos departamentos 
y municipios. (p .14)

En este sentido, la efectividad de la resolu-
ción 0388 de 10 de mayo de 2013, en donde se 
consagra el protocolo de participación efectiva 
de las víctimas del conflicto armado interno, 
debe estar acompañada de medidas que garan-
ticen su cumplimiento y que propendan por el 
ejercicio pleno de los derechos de las víctimas 
como estrategia de incidencia política y social.

Ahora el debate en Colombia alrede-
dor de las víctimas se da en distintos 
ámbitos o escalas de la esfera pública: 
una micro-esfera local y una macro-es-
fera nacional. En estos ámbitos se sitúan 
los actores que participan de esos 
debates. La esfera pública se concibe, 
en este caso, como el espacio de inte-
racción de diversos actores, donde estas 
interacciones, desde una perspecti-
va relacional, son las que permiten re-
construir la dimensión conflictiva de las 
luchas por la visibilidad de las víctimas 
y sus memorias. (Sánchez, 2013, pág.72)

Esas luchas representan el esfuerzo de las 
víctimas y organizaciones de víctimas por evi-
denciar la construcción de una subjetividad 
política, basada en procesos reflexivos desti-
nados a salvar del anonimato a una población 
golpeada por la violencia de los diferentes 
actores armados. Es innegable que el proceso de 
paz otorgó un lugar a las víctimas del conflicto a 
través de un conjunto de acciones de emancipa-
ción social que por lo menos tiene la intención 
de convocar a esta población al diálogo nacional 
y a la construcción de paz.

El acuerdo de paz: importantes 
avances en la reivindicación

Rios y Cairo (2018) afirman:

El Acuerdo de Paz suscrito entre las 
FARC-EP y el Gobierno colombiano Figura 3:  Helloquence, fuente: www.Unsplash.com, 2018.
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entiende la participación política como 
la facultad que tienen todas las personas 
de intervenir en las decisiones que las 
afectan, invocando la necesidad de 
promover una democracia participa-
tiva que trascienda más allá de la mera 
representación política y participación 
electoral. Es por esto que se reivindi-
ca un sentido jurídico ya reconocido 
en la Ley 134 de 1994 de Participación 
Política, pero que, en la práctica y no 
solo por el conflicto armado interno, 
ha sido desdibujado en buena parte del 
territorio colombiano. Es por eso que el 
Acuerdo, reconociendo expresamente 
tales limitaciones, invoca la necesidad 
de impulsar transformaciones políticas 
que más allá de la participación directa 
electoral, se traduzcan en nuevos roles 
ciudadanos en cuanto a planeación, im-
plementación, evaluación o control de 
programas y políticas públicas. (p. 323)

Durante el diseño del acuerdo para la paz que 
comenzó con las conversaciones en Cuba en el 
año 2012, se abrieron espacios para la delibe-
ración pública de los colectivos y movimientos 
sociales. Hasta junio de 2016, y según información 
del Alto Comisionado para la Paz, se recibieron 
66.098 aportes de los ciudadanos y ciudadanas 
que representaban diferentes sectores: víctimas, 
indígenas, empresarios, mujeres, población 
LGBTI, afros, raizales, campesinos, académi-
cos y expertos internacionales. Se trató de un 
ejercicio de reivindicación que abrió espacios de 
participación a la población más afectada por el 
conflicto armado. 

Estas experiencias dan cuenta de formas 
a través de las cuales la gente no es sim-
plemente un sujeto pasivo de acciones 
estatales, de ayudas externas, que pro-
fundizan su condición dependiente y 
pueden instalarle en una identidad de 
victima; sino que evidencia su inmensa 
capacidad para resistir y reconstruir, 
para mantener su dignidad e incluso 
para desarrollar acciones paralelas que 
les permiten trascender el lugar de la 
víctima y empoderarse como sujetos de 

derecho, como actores sociales prota-
gonistas de su propio desarrollo y en la 
superación de las consecuencias que la 
guerra le dejó (Villa citado por  Baquero, 
Pérez, Álvarez y García, 2017, p. 454).

Los ciudadanos y ciudadanas participaron en 
los foros destinados a desarrollar cada uno de 
los puntos del acuerdo, a partir del diálogo y 
la interlocución entre los diferentes actores 
sociales, generando un debate sobre las necesi-
dades y alcances de lo acordado entre el Estado 
y el grupo guerrillero FARC-EP.  Como parte 
de la publicidad de los acuerdos, se estimó que 
estos fueron refrendados por la opinión pública 
a través del plebiscito. Si bien finalmente el 
acuerdo no fue refrendado en las urnas por la 
mayoría de los votantes, sí fue refrendado por 
una gran población de víctimas en las zonas más 
afectadas; fue uno de los mayores avances en 
relación con el discurso de reivindicación de la 
participación política de las víctimas.

Kumar y Ardon (como se citó en Pérez, 2011) 
afirman que: 

La participación de los ciudadanos en 
procesos de toma de decisiones, la in-
clusión de grupos excluidos en la vida 
política y económica del país, la pre-
valencia de un Estado de derecho y la 
construcción de instituciones democrá-
ticas efectivas y eficaces son elementos 
centrales en los procesos de democrati-
zación, superación del conflicto armado 
y avance en la construcción de una 
sociedad posconflicto. (pág.136)

Los diálogos de paz permitieron el fortale-
cimiento de la subjetividad política de las 
víctimas otorgándoles participación directa en 
los diálogos y construcción de los acuerdos en 
oposición a la instrumentalidad de los discursos; 
durante las negociaciones se encontraba una 
representación importante de las víctimas de 
los diferentes hechos victimizantes. No existe 
antecedente de este ejercicio participativo en 
ninguno de los procesos de paz que antecedie-
ron al actual Gobierno, por lo cual se trató de 
un ejercicio valioso y significativo para la rei-
vindicación y restablecimiento de los Derechos 
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de esta población históricamente excluida de 
la escena pública. El Acuerdo dispuso entre sus 
reglas de funcionamiento el garantizar “la más 
amplia participación posible” de la ciudadanía a 
través de los siguientes mecanismos: 

•	 Recepción de propuestas sobre los puntos 
de la agenda de ciudadanos y organizaciones 
(bien sea por medios físicos o electrónicos).

•	 Consultas directas para recibir propuestas 
sobre dichos puntos.

•	 La organización de espacios de participa-
ción a través de terceros. (Oficina del Alto 
Comisionado para la paz, 2018)

Durante los diálogos de paz en La Habana se 
abrieron espacios para la participación de las 
delegaciones de víctimas. La selección de estas 
representaciones la realizó la Organización de 
Naciones Unidas en Colombia (ONU), y el Centro 
de Pensamiento y Seguimiento al Proceso de 
Paz, de la Universidad Nacional de Colombia 
(UNAL), con la participación de la Conferen-
cia Episcopal. En este proceso también se fa-
vorecieron espacios para las organizaciones de 
mujeres, sus aportes fueron dirigidos al punto 
del acuerdo específicamente dedicado a ellas o 
por lo menos tuvo esa intención. 

Este proceso fue el resultado entre otras causas 
de las luchas históricas de las víctimas del 
conflicto y de las víctimas de Estado, que re-
configuraron su lugar en la escena pública ins-
tituyendo políticas a favor de sus derechos en 
escenarios represivos; su subjetividad política 
se basó en la emancipación y visualización de su 
condición.

Zapata y Parra (2018) explican:

Los sujetos y los colectivos construyen 
en su interacción formas particulares de 
habitar los territorios. En esa cotidiani-
dad, se viven acontecimientos sociales 
e históricos significativos, que generan 
profundas afectaciones en algunos de 
los individuos, llevándolos a la aniqui-
lación de su ser social. Sin embargo, 

tales contextos generan en otros habi-
tantes nuevas formas de acción política, 
que cerca o lejos de las instituciones 
se constituyen en una práctica para la 
construcción de país, en una manera de 
ampliar y reorientar los sentidos de sus 
prácticas políticas. (p. 72)

Consecuentemente, el acuerdo se pactaron 
seis puntos que incluyen política de desarrollo 
agrario integral, participación política, fin del 
conflicto, solución al problema de las drogas 
ilícitas, víctimas, implementación, verificación 
y refrendación. Esto representó una apertura 
de los caminos democráticos dirigidos a la 
inclusión de los actores sociales en los espacios 
de deliberación pública, para la construcción de 
culturas de paz basadas en la reconciliación y la 
tolerancia. Se fundamenta en un discurso de rei-
vindicación de los derechos orientado a la par-
ticipación de los ciudadanos y ciudadanas en la 
escena pública y específicamente de las víctimas 
del conflicto.

Este punto se basa en el concepto de nueva 
apertura democrática, que es definido así en el 
Acuerdo final para la construcción de una paz 
estable y duradera (2016): 

La construcción y consolidación de la 
paz requieren de una ampliación demo-
crática que permita que surjan nuevas 
voces en el escenario político para 
enriquecer el debate alrededor de los 
grandes problemas a nivel nacional, 
fortalecer el pluralismo y la represen-
tación de las diferentes visiones e in-
tereses de la sociedad, con las debidas 
garantías para la participación y la in-
clusión política. (pág.12)

En ese contexto, se desarrollan las siguientes 
condiciones acordes con el discurso de la reivin-
dicación en la participación: 1. Acceso al sistema 
político, se relaciona con la proliferación de 
nuevos partidos políticos gestados en los mo-
vimientos y organizaciones sociales; 2. Estatuto 
de oposición, es decir, garantizar las condiciones 
para los partidos de oposición; 3. Transparencia 
electoral, se concibe la creación de un Tribunal 
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Nacional de Garantías Electorales; 4. Reforma 
del régimen electoral, basada en la idea de la 
modernización del sistema electoral; 5. Partici-
pación electoral, incluye una campaña de cedu-
lación masiva; 6. Circunscripciones transitorias 
especiales para la Paz, garantías para los repre-
sentantes a la cámara, candidatos de organiza-
ciones o colectivos sociales; 7. Rol de la mujer en 
la política, medidas afirmativas para garantizar el 
liderazgo de la mujer en la escena pública.

Si bien se evidencia que los acuerdos tienen 
la intención de reivindicar los derechos de las 
poblaciones más golpeadas por el conflicto, 
es necesario garantizar las condiciones que 
permitan concretar de manera material los 

puntos del acuerdo y, en especial, el de la parti-
cipación de las víctimas que han sido histórica-
mente relegadas de la escena pública. La premisa 
que debe movilizar el posconflicto es el reconoci-
miento de la subjetividad política de las víctimas 
y su lugar central en el tránsito del conflicto al 
posconflicto y, por ende, del Sistema Integral 
de Verdad, Justicia, Reparación y Garantías de 
No repetición (SIVJRNR), compuesto por: la 
Comisión para el Esclarecimiento de la Verdad, 
la Unidad Especial para la Búsqueda de personas 
desaparecidas, y la Jurisdicción Especial para la 
Paz (JEP). Sólo cuando sea parte fundamental 

Figura 4:  Rawpixel, fuente: www.Unsplash.com, 2018.
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de este sistema el discurso de la reivindicación 
cobra sentido. 

En relación con la justicia transicional y según el 
relator especial de las Naciones Unidas, existen 
cuatro formas de participación efectiva de las 
víctimas en la implementación de la justicia tran-
sicional: en la búsqueda de la verdad, la persecu-
ción penal, la reparación y las garantías de no re-
petición. En estas categorías las víctimas deben 
tener amplia injerencia y participación, pues se 
trata de asuntos que les competen directamen-
te. Sin su participación, el SIVJRNR no tendría 
un carácter reivindicatorio de sus derechos. 
Estas formas de participación de las víctimas se 
pueden presentar en distintos niveles: de forma 
directa (empoderamiento total, colaboración 
directa, aporte de información, participación 
incidental); o indirecta (colaboración indirecta, 
notificación). Lo ideal es que las víctimas parti-
cipen de manera directa (Comisión Colombiana 
de Juristas, 2017).

En consonancia, es preciso comprender la 
relación entre el SIVJRNR y la participación de 
las víctimas, pues son ellas el eje central de los 
procesos para acceder a la verdad, justicia, re-
paración y garantías de no repetición. Si bien el 
acuerdo de paz es la oportunidad para reivin-
dicar los derechos de esta población, también 
corre el riesgo de instrumentalizar la participa-
ción de las víctimas para priorizar los intereses 
de la institucionalidad y sus compromisos en la 
escena internacional. Sin embargo, es impor-
tante valorar la iniciativa del Estado en relación 
con las posibilidades de reconfigurar el lugar de 
las víctimas y contribuir a la apertura de la de-
mocracia y la construcción de paz y ciudadanía. 
Aunque por ahora sea la bandera de un discurso, 
lo cierto es que históricamente es la primera 
vez que en Colombia se empiezan a establecer 
espacios en donde las víctimas son escuchadas. 
Por esta razón hasta el día de hoy, con todo y 
los logros en este tema, la participación de las 
víctimas sigue viviendo la tensión de la instru-
mentalidad y la reivindicación, de lo instituido y 
lo instituyente. 

En particular llama la atención la negativa de 
la elite con asiento en el Congreso de aprobar 
las Circunscripciones Especiales de Paz. En su 

contenido, el Acuerdo definió que estas circuns-
cripciones debían otorgarse a organizaciones 
sociales, mesas de víctimas que habitaran en las 
regiones más golpeadas por el conflicto, pero 
en su discusión se presentaron todos los impe-
dimentos posibles para su aprobación. Se trata 
nuevamente del cierre a la participación política 
del país de las poblaciones más afectadas por el 
conflicto armado y por la desigualdad social y 
política. (Rodríguez, J. A. E., y Otalvaro, J. E. A. 
2018)

La memoria histórica estrategia para 
la incidencia política de las víctimas

En este proceso la memoria histórica como es-
trategia que se resiste al olvido de los aconte-
cimientos del conflicto y a la visibilidad de lo 
invisible, también contribuye a la construcción 
y a la transformación de la subjetividad política 
de las víctimas. No es sólo un ejercicio de la ins-
titucionalidad sino de la sociedad en general, la 
construcción de identidades políticas no sólo 
esta mediada por los discursos instituidos, sino 
por los discursos instituyentes que se reflejan 
en las historias y narrativas de las víctimas, sus 
voces y clamor.

Los ejercicios de memoria histórica fa-
vorecen la movilización de los colectivos. 
Es un ejercicio de lucha contra el olvido, 
protagonizado por las víctimas, como 
una manera de participar en la escena 
pública. Es la memoria histórica de las 
víctimas la que, activada y actualizada en 
cada una de las luchas por la liberación 
de la vida humana, nos sirve como dina-
mizador e interpelador continuo ante las 
formales declaraciones de las legislacio-
nes dominantes (Zielinski, 2013, p.102).

En el marco del reconocimiento del conflicto 
armado interno y su transición al posconflic-
to, es evidente la importancia de desarrollar 
procesos en los que la investigación social, y en 
general las ciencias sociales, rescaten las voces 
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de las víctimas, de manera que se reconozcan 
otras verdades que históricamente han sido 
desconocidas. 

Para Villa (2013): 

La acción de memoria, el ejercicio de 
memoria tiene sentido en la medida en 
que posibilita la reconexión del sujeto 
como sujeto político, como el que actúa 
en lo público, como actor social, parte 
de, perteneciente a, sujeto de su propia 
historia y de la historia colectiva. (p.21)

Para ello, el trabajo con los colectivos sociales es 
fundamental, no solamente para rescatar la ex-
periencia individual que construye el colectivo, 
sino para entender la experiencia que surge de 
las interacciones entre quienes conforman estos 
grupos. Esta es una forma de participación que 
visibiliza a las víctimas del conflicto y la afecta-
ción a sus territorios.

Consecuentemente, es necesario propiciar 
procesos que permitan el fortalecimiento de la 
identidad colectiva como una manera de garan-
tizar su participación en la esfera pública. Pero 
el mayor reto está en generar incidencia en las 
políticas públicas, condición necesaria para la 
construcción de paz.

El ejercicio de recuperación de la 
memoria histórica contribuye a la digni-
ficación de las víctimas y las comunidades 
afectadas dentro del conflicto armado. 
En el desarrollo de estos procesos de re-
construcción de memorias, se rescatan 
las voces para superar el silencio que 
impuso las situaciones de violación a los 
derechos humanos (Mora, 2016, p.28).

La construcción de paz requiere de la moviliza-
ción ciudadana, el empoderamiento político de 
las víctimas del conflicto, la participación res-
ponsable de los excombatientes: se trata de un 
reto que debe comprometer a toda la sociedad, 
no solamente a los actores del conflicto. Estos 
factores son coherentes con la idea de una par-
ticipación reivindicatoria. 

Figura 5:  Tom-Barrett, fuente: www.Unsplash.com,2018.
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Villa (2013) sostiene:

De esta forma poder ser determinantes 
en las decisiones políticas, económicas 
y sociales que se toman en este país, lo 
que se constituye en una forma de re-
siliencia y resistencia; porque precisa-
mente la violencia ha sido un medio a 
través del cual muchos de los actores 
sociales y políticos han sido excluidos, 
para que esas decisiones se tomen sola-
mente en ciertos lugares de élite (p.22).

Consecuentemente, las decisiones políticas 
particularmente en el marco del posconflicto 
deben incluir la voz de los actores sociales, de las 
víctimas y colectivos de víctimas, esta condición 
debe ser un imperativo en la construcción de 
políticas públicas, en el proceso de restableci-
miento de derechos de esta población y en el re-
conocimiento de su identidad política.

En este sentido, se pronuncia Sánchez (2018)

Hoy es demostrable la muy estrecha 
relación que existe entre el fortaleci-
miento de los procesos organizativos 
(comunitarios) y la reconstrucción de 
la memoria histórica. Muchas comuni-
dades cuasi-aniquiladas por la violen-
cia recomponen sus lazos sociales en el 
proceso mismo de reconstrucción de las 
dinámicas del conflicto y las preguntas 
por el futuro. Las víctimas se organizan 
en comunidades de duelo, comunidades 
de restitución de derechos y comunida-
des para reclamar el acceso a derechos 
sociales y políticos más amplios. (p.107)

Reflexión final

Goméz (2017) afirma:

La negociación política y el inicio de un 
camino que permita la reconstrucción 
de los deteriorados lazos sociales en 
Colombia implican un desafío de mayor 
alcance, especialmente cuando se tienen 
en cuenta las profundas heridas que 
este conflicto ha dejado en la sociedad. 

Incuso se puede pensar que por tratarse 
de una necesidad política y de un impe-
rativo moral, el proceso de paz generaría 
un consenso fuerte en la sociedad co-
lombiana (p.238).

Históricamente el discurso político de las 
víctimas del conflicto se debatió entre la instru-
mentalidad representada en los discursos insti-
tucionales, la violencia de los actores armados, 
la represión política, la ausencia de voluntad 
de los gobiernos, la intolerancia de la sociedad, 
el conflicto estructural y cultural, las falsas 
promesas, la escasa destinación presupuestal, 
las tecnologías de poder y los discursos de do-
minación; y la reivindicación representada en 
los procesos de movilización, las luchas histó-
ricas de las víctimas, el poder de los colectivos 
sociales, la incidencia de la acción colectiva, la 
emancipación, la memoria histórica y la cons-
trucción, transformación y reconocimiento de la 
subjetividad política de las víctimas de la guerra. 

Se puede afirmar que actualmente la partici-
pación política de las víctimas se fundamen-
ta en intereses y ejercicios reivindicatorios en 
medio de prácticas instrumentales. Es decir, se 
promueve legal y socialmente la participación de 
los colectivos de víctimas pero en la práctica es 
subsumida por discursos y practicas institucio-
nales. A pesar de los importantes avances en el 
reconocimiento de la subjetividad política de las 
víctimas, estas siguen luchando por la reivindi-
cación de sus derechos que, aunque son recono-
cidos por el entramado de construcciones nor-
mativas, requieren de incidencia política para 
que sean concretados materialmente y de forma 
efectiva, por ello la participación reivindicatoria 
coexiste con la participación intrumental.

En esta coexistencia, la reivindicación favoreció 
reflexiones políticas plasmadas en instrumen-
tos como el acuerdo de paz. Son numerosos los 
ejemplos en los que lo instituyente sobrevivió a 
lo instituido y en los que el poder colectivo ha 
generado profundas transformaciones políticas. 
Poder corresponder a la capacidad humana, 
no simplemente para actuar, sino para actuar 
concertadamente. 
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Actualmente se debe reconocer que en la co-
existencia con la instrumentalidad de los 
discursos se han abierto espacios para reivin-
dicar los derechos de las víctimas  y reconocer 
el poder de los colectivos sociales a través de 
acciones orientadas a darles un lugar central 
en la transición del conflicto al posconflicto. La 
participación de este grupo poblacional durante 
los diálogos de paz en la Habana y la construc-
ción del acuerdo final no tiene precedentes. En 
este sentido, la institucionalidad ha realizado 
esfuerzos por posicionar el discurso de la rei-
vindicación en los procesos de construcción 
de políticas públicas dirigidas a la atención y 
reparación de las víctimas del conflicto que 
son reconocidas como sujetos políticos, tanto 
en la óptica de la exigibilidad de sus derechos, 
como en su papel de interlocutores válidos en la 
escena pública.

Tabares (2011) sostiene que:

Reconocer la subjetividad de las víctimas 
exige escucharlas, acudir a sus relatos, 
a sus memorias, comprenderlas como 
sujetos en permanente construcción, 
que devienen entre el sujeto doliente y el 
sujeto político. Estas víctimas devienen 
en sujeto doliente por su experiencia 
de victimización, porque además de sus 
sufrimientos y pérdidas deben afrontar 
el estigma y la exclusión y devienen en 
sujeto político porque “aparecen” en lo 
público con su necesidad de interpelar a 
la sociedad, al Estado, a los responsables 
de su dolor y, muchas de ellas, lo hacen 
con la necesidad apremiante de que lo 
ocurrido no se repita en otros. (p.16)

Son múltiples los avances que hasta el momento 
la institucionalidad ha logrado para darle rostro 
y voz a las víctimas del conflicto en la escena 
pública. Sin embargo, también debe garanti-
zar las condiciones para que se concreten de 
manera material las intenciones de construir 
paz y de reivindicarlas. Si bien existen ejemplos 
en los que se intrumentaliza el discurso a favor 
de la institucionalidad, no se puede desconocer 
que son más los avances y los desafíos, que las 
debilidades del discurso político de la participa-

ción de las víctimas en la vida política, pues hoy 
se puede afirmar que existe un posicionamiento. 
El desafío principal es viabilizar los proyectos 
políticos de las víctimas y darles un lugar central 
en el Sistema de Verdad, Justicia, Reparación 
y Garantías de No repetición (SVJRNR), así 
como una mayor participación como condición 
necesaria para afrontar el posconflicto. 

Conclusiones:

•	 Se puede afirmar una histórica coexistencia 
de procesos participativos de las víctimas 
enmarcados en intereses reivindicatorios 
que coexisten con prácticas instrumentales.

•	 Actualmente y luego del acuerdo de paz se 
ha avanzado significativamente en el forta-
lecimiento de la subjetividad política de las 
víctimas a partir de su reconocimiento como 
interlocutores válidos en la escena pública.

•	 Sin desconocer la coexistencia de factores 
instrumentales en la participación de las 
víctimas, es importante reconocer la proli-
feración de ejercicios reivindicatorios que 
incidieron no sólo en el reconocimiento del 
conflicto armado interno sino en el diseño y 
firma del acuerdo de paz.

•	 Es posible reconocer la existencia de un 
interés institucional por el reconocimiento 
de la condición política de las víctimas que 
lograron también por sus propios procesos 
de subjetivación, pero además se requiere 
del compromiso y la voluntad política para 
la reivindicación de esta población.  

•	 Los escenarios para la participación real y 
efectiva de las víctimas en la escena pública 
deben ser no sólo un compromiso institu-
cional sino un horizonte social en el reto 
de construir culturas de paz durante el 
posconflicto.

•	 Las organizaciones sociales y de Derechos 
Humanos han sido los principales promoto-
res de la reivindicación de las víctimas en la 
escena pública a través de la acción colectiva 
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han logrado incidir en la exigibilidad de sus 
derechos.

•	 El período del posconflicto requiere que la 
institucionalidad y la sociedad en general  
otorguen un  lugar central a las víctimas 
del conflicto en todos los espacios tanto 
públicos como privados esta debe ser su 
mayor prerrogativa, de lo contrario lo 
formulado y pactado en el acuerdo de paz, 
no sería más que un instrumento discursivo.

•	 Existen avances importantes en relación con 
la participación política de las víctimas que 
han permitido visibilizar esta problemáti-
ca a través del diseño de políticas públicas 
y expedición de instrumentos normativos a 
favor de los derechos de esta población.

•	 Actualmente la subjetividad política de las 
víctimas no es sólo un tema de exigibilidad 
de Derechos sino de incidencia política en 
espacios de deliberación pública.
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Ya! Colombia: Memoria de Guerra y Dig-
nidad. Resumen.
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